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Al margen superior izquierdo un escudo del 

estado de Morelos que dice: “TIERRA Y LIBERTAD”. 

LA TIERRA VOLVERÁ A QUIENES LA TRABAJAN 

CON SUS MANOS.- y un logotipo que dice: 

MORELOS.- LA TIERRA QUE NOS UNE.- 

GOBIERNO DEL ESTADO 2024-2030. 

MARGARITA GONZÁLEZ SARAVIA CALDERÓN, 

GOBERNADORA CONSTITUCIONAL DEL ESTADO 

LIBRE Y SOBERANO DE MORELOS A SUS 

HABITANTES SABED:  

La Quincuagésima Sexta Legislatura del 

Congreso del Estado Libre y Soberano de Morelos, en 

ejercicio de la facultad que le otorga la fracción II del 

artículo 40 de la Constitución Política del Estado Libre 

y Soberano de Morelos, aprobó al tenor de lo 

siguiente: 

Los integrantes de la Comisión de Puntos 

Constitucionales y Legislación presentaron a 

consideración del Pleno, el dictamen con proyecto de 

decreto POR EL QUE SE REFORMA EL ARTÍCULO 

242 BIS Y SE ADICIONA EL ARTÍCULO 242 TER AL 

CÓDIGO PENAL PARA EL ESTADO DE MORELOS, 

en los siguientes términos: 

“I.- ANTECEDENTES. 

1. En Sesión Ordinaria del Pleno de la LVI 

Legislatura, que tuvo verificativo el día 03 de julio de 

2025 se presentó la Iniciativa con Proyecto de Decreto 

por el que se reforma el artículo 242 BIS del Código 

Penal para el Estado de Morelos. 

2.  En Sesión Ordinaria del Pleno de la LVI 

Legislatura, que tuvo verificativo el 03 de julio de 2025 

se presentó la Iniciativa con Proyecto de Decreto por 

el que se adiciona el artículo 242 TER del Código 

Penal para el Estado de Morelos. 

Ambas propuestas fueron presentadas por las 

diputadas y los diputados Alfonso de Jesús Sotelo 

Martínez, Diputada Martha Melissa Montes de Oca 

Montoya, Rafael Reyes Reyes, Guillermina Maya 

Rendón, Alfredo Domínguez Mandujano, Jazmín 

Juana Solano López, Sergio Omar Livera Chavarría, 

Brenda Espinoza Lopez, Isaac Pimentel Mejía, Nayla 

Carolina Ruíz, Luis Eduardo Pedrero González y Ruth 

Cleotilde Rodríguez López, presentamos la iniciativa 

citada en el epígrafe del presente dictamen.   

3. En consecuencia, de lo anterior, la Diputada 

Jazmín Juana Solano López, Presidenta de la Mesa 

Directiva de la LVI Legislatura del Congreso del 

Estado de Morelos, ordenó los turnos respectivos a la 

Diputada Martha Melissa Montes de Oca Montoya, 

Presidenta de la Comisión de Puntos Constitucionales 

y Legislación, por medio de los oficios números 

SSLyP/DPLyP/AÑO1/P.O.2/799/25 y 

SSLyP/DPLyP/AÑO1/P.O.2/800/25, para su análisis y 

dictamen correspondiente.  

4. En reunión ordinaria de esta Comisión 

Legislativa llevada a cabo el día 07 de julio de 2025 y 

existiendo el quórum legal establecido en la 

normatividad interna del Congreso del Estado, las 

diputadas y diputados integrantes de la misma, 

después de analizar y discutir las iniciativas de mérito 

y realizar la valoración respectiva aprobamos el 

dictamen en SENTIDO POSITIVO.  

II.- MATERIA DE LA INICIATIVAS 

Las iniciativas presentada por las y los 

diputados Alfonso de Jesús Sotelo Martínez, Martha 

Melissa Montes De Oca Montoya, Rafael Reyes 

Reyes, Guillermina Maya Rendón, Alfredo Domínguez 

Mandujano, Jazmín Juana Solano López, Sergio Omar 

Livera Chavarría, Brenda Espinoza López, Isaac 

Pimentel Mejía, Nayla Carolina Ruíz, Luis Eduardo 

Pedrero González y Ruth Cleotilde Rodríguez López, 

tiene como objetivo reformar el artículo 242 BIS y 

adicionar un artículo 242 TER, al Código Penal para el 

Estado de Morelos en materia de delitos ambientales 

III.- CONTENIDO DE LAS INICIATIVAS 

Dentro del cuerpo de las iniciativas en estudio, 

por lo que respecta al apartado de “Exposición de 

motivos”, por las y los diputados en mención, se 

fundamenta en la siguiente argumentación: 

a) Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que 

se reforma el artículo 242 BIS del Código Penal para 

el Estado de Morelos. 

“En los últimos días se han generado en nuestro 

País diversos incendios forestales que han dañado de 

forma importante al ambiente, ocasionando pérdidas y 

daños tanto en el aspecto forestal como en la 

diversidad animal.  

Al respecto, la Comisión Nacional Forestal 

(CONAFOR), en su Reporte Semanal Nacional de 

Incendios Forestales del 01 de enero al 10 de abril del 

2025, señala que: 

“En lo que va del año, se han registrado 2,553 

incendios forestales en 32 entidades federativas, en 

una superficie de 191,418.77 hectáreas. De esta 

superficie, el 95 % correspondió a vegetación en los 

estratos herbáceo y arbustivo y el 5% a arbóreo.   

• Las entidades federativas con mayor presencia 

de INCENDIOS fueron: Jalisco, México, Michoacán, 

Ciudad de México, Chihuahua, Puebla, Durango, 

Veracruz, Morelos y Chiapas, que representan el 78 % 

del total nacional.   

• Las entidades federativas con mayor 

SUPERFICIE fueron: Baja California, Chihuahua, 

Jalisco, Sinaloa, Durango, Zacatecas, Nayarit, 

Michoacán, Guerrero y Tamaulipas, que representan 

el 78 % del total nacional.   

• Del total nacional de incendios forestales, 557 

(22 %) correspondió a ecosistemas sensibles al fuego, 

en una superficie de 39,883.86, (21%) hectáreas.”  

Nota: el resaltado es añadido.  
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Y por cuanto al estado de Morelos refiere que 

ocupa el lugar número 4 con 37 incendios en el listado 
de Entidades federativas con mayor número de 

incendios forestales y superficie afectada en 
vegetación sensible al fuego; además de que también 

ocupa el lugar número 9, con 64 incendios, en el 
registro de Entidades federativas con mayor presencia 

de incendios forestales. 
Por su parte, la Secretaría de Desarrollo 

Sustentable en su comunicado 0107 del 14 de abril de 
2025, ha señalado que: 

“EL EQUIPO REGIONAL DE MANEJO DE 
INCIDENTES (ERMI) INFORMA LA SITUACIÓN 

ACTUAL DE LOS INCENDIOS EN TEPOZTLÁN 
El evento denominado Complejo Tepoztlán, el 

cual se compone por tres incendios, al corte de las 
21:00 horas,  “Las Tirolesas” presenta un 50 por ciento 

de control y 40 por ciento de liquidación con 950 
hectáreas afectadas; “kilómetro 63” con 70 por ciento 

de control y 50 por ciento de liquidación, 35 hectáreas 
afectadas; y “Llano de Morelos” este último de carácter 

intermunicipal entre Tepoztlán y Tlalnepantla, con 100 
por ciento de control y 70 por ciento de liquidación con 

un área afectada de preliminar de 18.5 hectáreas. 
Como parte de este complejo de incendio, 

atendido por el ERMI, se encuentra el denominado 
Sureste del volcán Chichinautzin, el cual es 

interestatal, ya que afecta el municipio de Tepoztlán 
en el estado de Morelos y la alcaldía Milpa Alta en 

Ciudad de México, con un control y liquidación del 
cero por ciento, con una superficie afectada de 210 

hectáreas. 
Y finalmente el registrado en el paraje barriga 

de Plata, Tepoztlán-Yautepec, con un control de 20 
por ciento y 10 por ciento en liquidación con una 

superficie afectada de 30 hectáreas. 
Se desplegaron un total de 674 personas de 

diferentes corporaciones haciendo labores de control y 
liquidación. 

Esta colaboración y coordinación se integra por 
personal de la Secretaría de Desarrollo Sustentable, 

Comisión Nacional Forestal, Comisión Nacional de 
Áreas Naturales Protegidas, Coordinación Estatal de 

Protección Civil del Estado de Morelos, Coordinación 
Nacional de Protección Civil, Secretaría de la Defensa 

Nacional, Guardia Nacional, Corenadr de la Secretaría 
del Medio Ambiente de la Ciudad de México, Municipio 

de Tepoztlán y grupo de voluntarios. 
Asimismo, se tiene el apoyo de un helicóptero 

tipo MI-17 de la Guardia Nacional, el cual realizó un 
total de 24 descargas de 2 mil litros cada una, durante 

tres periodos operacionales…” 
Y sobre los incendios forestales, el titular de 

dicha Secretaría, en entrevista a medios de 
comunicación ha mencionado que 

“…históricamente, se tiene registro de que el 99 por 
ciento de los incendios son provocados; sin embargo, 

en el caso del Pueblo Mágico se espera que avancen 
las investigaciones en la carpeta correspondiente.” 

Al respecto, es preocupante la situación 

generada por los incendios forestales, porque si se 
considera la situación climática y la sequía, se aprecia 

que hay condiciones propicias para que este tipo de 
eventos causen desastres naturales que podrían llegar 

a ser catastróficos. 
En ese sentido, independientemente de la 

concientización social y las medidas de prevención de 
accidentes que pueden generar un incendio, se 

requieren medidas legislativas dirigidas a eliminar la 
práctica de provocar incendios, y a pesar de que en 

nuestra Entidad ya se encuentra tipificado en el 
artículo 242 Bis del Código Penal para el Estado de 

Morelos como delito el provocar incendios forestales, 
se estima que aun pudiera robustecerse la legislación 

local con miras a combatir este tipo de delitos. 
Por lo anterior, en esta propuesta se plantea 

incrementar las penas previstas en el citado artículo 
242 bis, que actualmente van de los 3 días a 3 años 

de prisión, y multa por el equivalente de 50 a 5000 del 
valor diario de la Unidad de Medida y Actualización 

cuando el delito no sea intencional, en tanto que se 
impondrá pena de 3 a 8 años de prisión, y multa por el 

equivalente de 500 a 20,000 del valor diario de la 
Unidad de Medida y Actualización, cuando se cometan 

en forma dolosa. 
Al respecto, cabe señalar que conforme a la Ley 

General de Desarrollo Forestal Sustentable se 
entiende por incendio forestal a la combustión de la 

vegetación forestal sin control, y en términos del 
artículo 11, fracciones XV y XVI, de dicha legislación 

compete a las Entidades Federativas llevar a cabo 
acciones de prevención, capacitación y combate de 

incendios forestales, en congruencia con el programa 
nacional respectivo; así como promover y participar en 

la restauración de los ecosistemas forestales 
afectados por incendio. 

Además, en términos del artículo 155, fracción 
XXIV, de esa misma Ley General, son infracciones a 

las disposiciones de la misma, entre otras, provocar 
incendios forestales; con lo que se actualiza una multa 

que en términos del artículo 157, fracción III, será por 
el equivalente de 150 a 30,000 veces la Unidad de 

Medida y Actualización. Pero también se especifica en 
el artículo 117, segundo párrafo, que las sanciones por 

infracciones administrativas, en términos de dicha Ley 
General, son sin perjuicio de las sanciones en materia 

penal: 
Artículo 117. La Secretaría dictará las Normas 

Oficiales Mexicanas que regirán el manejo del fuego, y 
permitan una gestión integrada del fuego, para evaluar 

los daños, restaurar el área afectada por incendio y 
establecer los métodos de manejo del fuego en los 

terrenos forestales, temporalmente forestales, 
agropecuarios y colindantes, así como los 

procedimientos para establecer el Sistema de 
Calificación para el manejo del fuego y el Sistema de 

Comando de Incidentes para el manejo del fuego en 
ecosistemas forestales. 
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Quienes hagan uso del fuego en contravención 
de lo dispuesto en las normas mencionadas, recibirán 
las sanciones que prevé la presente Ley, sin perjuicio 
de las establecidas en los ordenamientos penales. 

Nota: el énfasis es añadido. 
En ese orden de ideas, se aprecia que la 

sanción administrativa prevista por la infracción a la 
Ley General antecitada es independiente de las 
sanciones que se puedan configurar en materia penal, 
y de esa manera tenemos que en el Código Penal 
Federal, se señala en su artículo 420 bis, fracción IV, 
que se impondrá pena de dos a diez años de prisión y 
por el equivalente de trescientos a tres mil días multa, 
a quien ilícitamente “provoque un incendio en un 
bosque, selva, vegetación natural o terrenos 
forestales, que dañe elementos naturales, flora, fauna, 
los ecosistemas o al ambiente.” Y además contiene la 
agravante de que se aplicará una pena adicional hasta 
de dos años de prisión y hasta mil días multa 
adicionales, cuando las conductas se realicen en o 
afecten un área natural protegida, o el autor o partícipe 
del delito previsto en la fracción IV, realice la conducta 
para obtener un lucro o beneficio económico. 

Como se aprecia, las sanciones previstas a 
nivel federal superan a las contenidas para el caso del 
estado de Morelos, ya que en el primer caso la mínima 
es de dos años y la máxima de diez, y en nuestro 
Estado si el delito es culposo la mínima es de sólo 3 
días y la máxima de 3 años de prisión, y aun cuando 
sea doloso la máxima es de ocho y no llega a los diez 
años previstos a nivel federal. 

Haciendo un análisis de las diversas Entidades 
Federativas, encontramos las siguientes regulaciones, 
a saber: 

(CUADRO COMPARATIVO)… 
De lo anterior se pueden desprender las 

siguientes conclusiones en cuanto a las penalidades, 
que sirven de orientación para la presente propuesta 
de incremento en las penas y adición de una 
agravante: 

a) La pena más baja para el delito cuando se 
comete de manera culposa la tiene Morelos que sólo 
prevé actualmente 3 días de prisión, y le sigue Jalisco 
en donde se prevén 3 meses, lo cual se considera que 
resultaría viable implementarse así en Morelos. 

b) Además de Morelos, sólo los estados de 
Jalisco y Coahuila prevén sanciones diferencias para 
cuando el delito se comete de forma dolosa o culposa. 

c) Sólo el Estado de Coahuila prevé una pena 
máxima de prisión menor (6 años)  que la 
contemplada en Morelos para cuando el delito es 
doloso (8 años) y en el Estado de México es la misma 
de 8 años; el resto de los Estados prevén sanciones 
más altas que van de los 9 (Nuevo León) a los 15 
años de prisión (Jalisco), por lo que se considera 
adecuado tomar este último parámetro para no dar pie 
a que este tipo de conductas sigan proliferando en el 
Estado afectando a todos, incluidas las subsecuentes 
generaciones, a quienes se les compromete su 
desarrollo futuro. 

d) En dos de los Estados (Coahuila y Jalisco) 
además del Código Penal Federal, constituye una 
agravante realizar la conducta típica en un área 
natural protegida, lo que se estima adecuado 
incorporar en la legislación morelense y es materia de 
la presente Iniciativa, porque en muchos de los casos 
los ejemplares que mayor daño pueden recibir con un 
incendio se encuentran precisamente en este tipo de 
áreas. 

En ese sentido, se plantea la presente Iniciativa 
a fin de precisar el tipo penal que nos ocupa, 
principalmente en lo relativo a indicar que el delito a 
nivel local en cuanto a la provocación de un incendio 
forestal se actualizará cuando se trate de áreas 
naturales o de valor ambiental que sean competencia 
del Estado, así como aumentar la pena para quedar 
de 3 meses a 8 años de prisión y multa por el 
equivalente de 100 a 7,000 veces el valor diario de la 
Unidad de Medida y Actualización, cuando el delito 
sea culposo; y si es cometido de forma dolosa la 
sanción será de 5 a 15 años de prisión y multa por el 
equivalente de 5,000 a 25,000 veces el valor diario de 
la Unidad de Medida y Actualización; similar a la 
señalada para el estado de Jalisco, con miras a 
robustecer la sanción penal de forma que se inhiba la 
comisión de este tipo de delitos que tanto dañan a la 
biodiversidad y al ambiente, además de señalar como 
agravante el caso de que estemos ante un área 
natural protegida de carácter estatal, en cualquiera de 
sus modalidades, caso en el que la pena se 
incrementará hasta en una mitad. 

b) Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que 
se adiciona el artículo 242 TER del Código Penal para 
el Estado de Morelos. 

“El pasado 03 de abril de 2025 en el estado de 
México, el Pleno de la LXII Legislatura mexiquense 
avaló las iniciativas presentadas tanto por la bancada 
del Partido Verde como de la Gobernadora de esa 
Entidad, para incrementar las penas por tala 
clandestina de árboles. De esa manera se sanciona a 
quien, sin autorización legal, realice, auxilie, coopere, 
consienta o participe en la transportación, 
almacenamiento, distribución, procesamiento, 
comercialización o destrucción de productos de los 
montes o bosques (cualquiera que sea su régimen de 
propiedad, tenencia o posesión de la tierra) con 10 a 
20 años de prisión y de mil a mil 500 días multa.  

Incluso, cuando la destrucción de los productos 
de los montes o bosques sea a consecuencia de la 
tala de árboles, sin autorización de la autoridad 
correspondiente, se impondrán 15 a 25 años de 
prisión y de dos mil a tres mil 500 días multa. Y 
además, se agrava la pena cuando se incite a 
personas menores de edad o adultas mayores para 
cometer este delito, en cuyo caso al incitador se les 
impondrá una pena de 15 a 25 años de prisión y de 
dos mil a tres mil 500 días multa. Y asimismo, habrá 
penas de 15 a 25 años de prisión, y de dos mil a tres 
mil 500 días multa, cuando los delitos sean cometidos 
en áreas naturales protegidas, con violencia o 
mediante el uso de armas prohibidas. 
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Por su parte, el Código Penal para el Distrito 

Federal, hoy Ciudad de México, dispone en su artículo 

345 BIS que se impondrán de dos años a diez años de 

prisión y de 1,000 a 5,000 Unidades de Medida y 

Actualización vigente, al que de forma ilegal o con dolo 

derribe, tale u ocasione la muerte de uno o más 

árboles. 

Y a su vez contiene las siguientes agravantes, 

en cuyo caso la sanción que se impondrá es de seis a 

veinte años de prisión y de 6,000 a 10,000 Unidades 

de Medida y Actualización vigente, cuando la conducta 

señalada en el párrafo anterior sea cometida en: 

I. Un área natural protegida; 

II. Un área de valor ambiental; 

II. Una barranca, o 

IV. En Suelo de conservación. 

Y esta misma sanción de la agravante se 

contempla para quien ilícitamente comercie, acopie, 

almacene, transforme o distribuya madera en rollo, 

astillas, carbón vegetal, así como cualquier otra 

materia prima forestal. 

En tanto que excluye la aplicación de la sanción 

cuando el uso de leña o de material leñoso provenga 

de vegetación forestal sin ningún proceso de 

transformación, que podrán ser usados para consumo 

doméstico, rituales o elaboración de productos 

artesanales, hasta en un volumen menor a medio 

metro cúbico. 

E incluso existen otras agravantes más, como 

cuando una o más de las conductas descritas se 

realicen de manera reiterada o con ánimo de lucro, en 

cuyo caso las penas se duplicarán. O cuando una o 

más de las conductas descritas resulte cometida en 

nombre, representación o beneficio de una persona 

moral o jurídica, a los propietarios, socios, 

representantes legales y apoderados se les impondrá 

la consecuencia jurídica consistente en la prohibición 

de realizar negocios relacionados con la industria 

maderera hasta por cinco años y, multa de 30,000 a 

50,000 Unidades de Medida y Actualización vigente, 

independientemente de la responsabilidad en que 

hubieren incurrido la persona moral o las personas 

físicas por el delito cometido. Además de que la pena 

se aumentará en una mitad cuando el que participe en 

una o más de las conductas descritas sea servidor 

público o sean beneficiarias de programas sociales de 

protección al medio ambiente. 

En ese sentido, se estima importante que en 

Morelos también se legisle de una manera similar, 

para tipificar este tipo de conductas, pues para 

combatir más eficazmente este tipo de delito que 

normalmente abarca territorio de más de una entidad 

federativa, se requiere unir esfuerzos con los otros 

Gobiernos locales interesados. 

Incluso por esa situación, a instancia de la 

Procuraduría Federal de Protección al Ambiente 

(PROFEPA) y Secretaría del Medio Ambiente y 

Recursos Naturales (SEMARNAT), tanto la Ciudad de 

México, como los Estados de México y Morelos, 

firmaron un convenio para combatir la tala ilegal en el 

Bosque de Agua, el cual es una región estratégica que 

provee agua a millones de personas en el centro de 

México. Este convenio se suma a los esfuerzos del 

Gobierno de México para detener los ilícitos forestales 

y los cambios de uso de suelo ilegales, de modo que 

al respecto la Gobernadora de nuestra Entidad ha 

señalado: 

“Este convenio representa una oportunidad de 

esperanza, una herramienta decisiva para fortalecer la 

vigilancia forestal de los tres estados, vamos a 

implementar programas regionales e incorporar a las 

comunidades locales junto con el gobierno en la 

conservación, es decir, ya no estarán solas, tendrán el 

trabajo y la protección de los tres gobiernos, gobiernos 

conscientes, humanistas y de la Cuarta 

Transformación”.  

Al caso concreto, contar con legislaciones 

homologadas es una forma de abonar en el combate 

conjunto, vinculado y eficiente a los talamontes, 

porque se tendrán legislaciones semejantes que 

permitan la misma severidad en las penas y la 

tipificación similar de las conductas punibles, de modo 

que ello abone en el combate más eficaz a este tipo 

de delitos y se evite la impunidad o un tratamiento 

desigual entre los delincuentes, según sea el Estado 

en donde los hechos ocurran. 

Ahora bien, sobre la competencia local para 

tipificar la tala ilegal de árboles, cabe señalar que al 

resolverse la Controversia Constitucional 91/2007, se 

sentó el precedente conforme al cual, en materia 

forestal, al ser una facultad concurrente, tienen 

competencia normativa tanto la Federación como los 

Estados, debiendo estar al reparto competencial 

estipulado expresamente por las Leyes Generales 

tanto en materia ecológica como forestal, en torno a lo 

cual si los bienes están bajo la jurisdicción de la 

Federación, ésta puede establecer zonas de 

restauración, pero eso no significa que sólo ella puede 

instaurarlas, pues también es factible que los Estados 

establezcan zonas de restauración, acorde con las 

atribuciones que tienen sobre ciertas porciones de 

territorio. Esto es, tanto la Federación como las 

Entidades Federativas tienen atribuciones en materia 

de restauración de equilibrio ecológico en el ámbito de 

sus respectivas jurisdicciones, a saber: 
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“NOVENO. En este apartado se abordará el 

análisis del cuarto concepto de invalidez en el cual se 
argumenta, esencialmente, que los preceptos 45, 46 y 

47 de la Ley para la Conservación y Restauración de 
Tierras del Estado de Michoacán de Ocampo 

transgreden lo dispuesto en los artículos 27, párrafos 
tercero y sexto, 73, fracción XXIX-G, y 133 de la 

Constitución Federal, en relación con el diverso 78 Bis 
de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la 

Protección al Ambiente y 127 de la Ley General de 
Desarrollo Forestal Sustentable, en virtud de que el 

Legislador local al emitirlos invadió la competencia de 
la Federación, pues a través de ellos otorgó al Poder 

Ejecutivo del Estado citado la facultad para emitir la 
declaratoria de Zona de Restauración en tierras con 

cubierta forestal, no obstante de que la misma 
corresponde al Ejecutivo Federal y está regulada en el 

numeral 78 Bis precitado. Además, en el precepto 127 
indicado se dispone que en terrenos forestales y 

preferentemente forestales, es la Federación quien 
debe establecer los programas de restauración 

necesarios prevenir la erosión y promover la 
restauración de los suelos forestales; también es de 

tomarse en cuenta que en el precepto 12 de la Ley 
General de Desarrollo Forestal Sustentable se 

establece a favor de la Federación la facultad de emitir 
normas mexicanas para la reforestación en zonas de 

conservación y restauración y vigilar su cumplimiento. 
En principio se considera útil insertar los 

artículos 78 Bis de la Ley General del Equilibrio 
Ecológico y Protección al Ambiente y 127 de la Ley 

General de Desarrollo Forestal Sustentable, cuyos 
textos son: 

“ARTÍCULO 78 BIS. En aquéllos casos en que 
se estén produciendo procesos acelerados de 

desertificación o degradación que impliquen la pérdida 
de recursos de muy difícil regeneración, recuperación 

o restablecimiento, o afectaciones irreversibles a los 
ecosistemas o sus elementos, la Secretaría, 

promoverá ante el Ejecutivo Federal la expedición de 
declaratorias para el establecimiento de zonas de 

restauración ecológica. Para tal efecto, elaborará 
previamente, los estudios que las justifiquen. 

Las declaratorias deberán publicarse en el 
Diario Oficial de la Federación, y serán inscritas en el 

Registro Público de la Propiedad correspondiente. 
Las declaratorias podrán comprender, de 

manera parcial o total, predios sujetos a cualquier 
régimen de propiedad, y expresarán: 

I.- La delimitación de la zona sujeta a 
restauración ecológica, precisando superficie, 

ubicación y deslinde; 
II.- Las acciones necesarias para regenerar, 

recuperar o restablecer las condiciones naturales de la 
zona; 

III.- Las condiciones a que se sujetarán, dentro 
de la zona, los usos del suelo, el aprovechamiento de 

los recursos naturales, la flora y la fauna, así como la 
realización de cualquier tipo de obra o actividad; 

IV.- Los lineamientos para la elaboración y 

ejecución del programa de restauración ecológica 
correspondiente, así como para la participación en 

dichas actividades de propietarios, poseedores, 
organizaciones sociales, públicas o privadas, pueblos 

indígenas, gobiernos locales y demás personas 
interesadas, y 

V.- Los plazos para la ejecución del programa 
de restauración ecológica respectivo.” 

“ARTÍCULO 127. Cuando se presenten 
procesos de degradación o desertificación, o graves 

desequilibrios ecológicos en terrenos forestales o 
preferentemente forestales, la Comisión formulará y 

ejecutará, en coordinación con los propietarios, 
programas de restauración ecológica con el propósito 

de que se lleven a cabo las acciones necesarias para 
la recuperación y restablecimiento de las condiciones 

que propicien la evolución y continuidad de los 
procesos naturales que en ellos se desarrollaban, 

incluyendo el mantenimiento del régimen hidrológico y 
la prevención de la erosión y la restauración de los 

suelos forestales degradados. 
Los propietarios, poseedores, usufructuarios o 

usuarios de terrenos forestales o preferentemente 
forestales están obligados a realizar las acciones de 

restauración y conservación pertinentes y aquellas que 
para tal caso dicte la Secretaría. En el caso de que 

éstos demuestren carecer de recursos, la Secretaría 
los incorporará a los programas de apoyo que 

instrumente, de acuerdo a las asignaciones que para 
tal fin se contemplen en el Presupuesto de Egresos de 

la Federación o, en su caso, realizará por su cuenta, 
con acuerdo de los obligados, los trabajos requeridos.” 

Por otra parte, es conveniente precisar que los 
artículos 43, 44, 45, 46 y 47 integran el Capítulo II del 

Título Cuarto de la Ley para la Conservación y 
Restauración de Tierras del Estado de Melchor de 

Ocampo, titulado “De las áreas especiales de 
conservación y restauración de tierras”, y son del tenor 

siguiente: 
“ARTÍCULO 43. La Secretaría promoverá ante 

la autoridad federal, en los términos establecidos por 
la Ley Ecológica Estatal y demás normatividad 

aplicable, la declaratoria de Zona de Restauración, 
cuando considere, con la participación del Sistema, 

que dicha medida se requiera.” 
“ARTÍCULO 44. La Secretaría elaborará y 

ejecutará, en coordinación con las instancias 
correspondientes de los órdenes de gobierno federal y 

municipal, los programas para las áreas críticas y 
zonas de tierras frágiles, encaminados a revertir la 

tendencia a la degradación, a partir de los estudios 
técnicos disponibles. Los programas de lucha contra la 

desertificación en las zonas de restauración y de 
tierras frágiles se ejecutarán mediante convenios de 

concertación con los sectores social y privado y 
acuerdos de coordinación con los gobiernos de los 

municipios, conforme a lo establecido por esta Ley y 
las demás aplicables.” 
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“ARTÍCULO 45. Las zonas de restauración, 
requerirán declaratoria por parte del Ejecutivo, en los 
términos señalados por la Ley Ecológica Estatal.” 

“ARTÍCULO 46. Los programas de las zonas de 
restauración serán de carácter preventivo o correctivo. 
Los programas de carácter preventivo tendrán por 
objeto preservar la calidad de las tierras en aquellas 
áreas que aún conserven cualidades físicas, químicas 
y biológicas suficientes para la producción 
agropecuaria o forestal. 

Los programas de carácter correctivo son 
aquellos que se orientan hacia las zonas de 
restauración de conformidad con los criterios 
establecidos por el Inventario Nacional de las Tierras.” 

“ARTÍCULO 47. Los programas mencionados 
en el artículo anterior establecerán: 

I. Los objetivos generales y vigencia; 
II. Ubicación de las tierras y las características 

del área; 
III. Estudios del terreno y sus características; 
IV. La información sobre la degradación de las 

tierras; 
V. Las actividades de restauración y 

conservación a realizar; 
VI. Los recursos y plazos de la ejecución; y, 
VI. (sic) Las demás que se establezcan en el 

Reglamento y en la normatividad aplicable.” 
Asimismo, los artículos 4, 5, fracción II, y 7, 

fracción II, de la Ley General del Equilibrio Ecológico y 
la Protección al Ambiente, establecen: 

“ARTÍCULO 4. La Federación, los Estados, el 
Distrito Federal y los Municipios ejercerán sus 
atribuciones en materia de preservación y restauración 
del equilibrio ecológico y la protección al ambiente, de 
conformidad con la distribución de competencias 
prevista en esta Ley y en otros ordenamientos legales. 

La distribución de competencias en materia de 
regulación del aprovechamiento sustentable, la 
protección y la preservación de los recursos forestales 
y el suelo, estará determinada por la Ley General de 
Desarrollo Forestal Sustentable.” 

“ARTÍCULO 5. Son facultades de la Federación: 
(…) 
II. La aplicación de los instrumentos de la 

política ambiental previstos en esta Ley, en los 
términos en ella establecidos, así como la regulación 
de las acciones para la preservación y restauración del 
equilibrio ecológico y la protección al ambiente que se 
realicen en bienes y zonas de jurisdicción federal;”. 

“ARTÍCULO 7. Corresponden a los Estados, de 
conformidad con lo dispuesto en esta Ley y las leyes 
locales en la materia, las siguientes facultades: 

(…) 
II. La aplicación de los instrumentos de política 

ambiental previstos en las leyes locales en la materia, 
así como la preservación y restauración del equilibrio 
ecológico y la protección al ambiente que se realice en 
bienes y zonas de jurisdicción estatal, en las materias 
que no estén expresamente atribuidas a la 
Federación;” 

Los preceptos legales trascritos regulan la 

competencia de la Federación y los Estados, en 

materia de preservación y restauración del equilibrio 

ecológico, respecto de los bienes y zonas de 

jurisdicción federal y estatal, respectivamente. 

Haciendo una lectura conjunta de dichos 

numerales se desprende que si los espacios 

territoriales están bajo la jurisdicción federal, el 

Gobierno Federal puede establecer áreas naturales 

protegidas o zonas de restauración respecto de ellos; 

en cambio, si esos espacios son de jurisdicción local, 

los Estados pueden restaurarlos.  

Lo anterior pone de manifiesto que si los bienes 

están bajo la jurisdicción de la Federación, ésta puede 

establecer zonas de restauración, pero eso no 

significa que sólo ella puede instaurarlas, pues 

también es factible que los Estados establezcan zonas 

de restauración, acorde con las atribuciones que 

tienen sobre ciertas porciones de territorio. Esto es, 

tanto la Federación como las Entidades Federativas 

tienen atribuciones en materia de restauración de 

equilibrio ecológico en el ámbito de sus respectivas 

jurisdicciones y el artículo 78 Bis de la Ley General del 

Equilibrio Ecológico y Protección al Ambiente, que 

invoca como violado la parte actora, se refiere, 

precisamente, a las declaratorias de restauración de 

zonas de jurisdicción federal.” 

Nota: el resaltado es añadido. 

En ese tenor, por una parte, entre las facultades 

de las Entidades Federativas el artículo 11, fracciones 

I, II, XVIII, XIX y XX, de la Ley General de Desarrollo 

Forestal Sustentable, señala entre otras: 

Artículo 11. Corresponde a las Entidades 

Federativas, de conformidad con lo dispuesto en esta 

Ley y las leyes locales en la materia, las siguientes 

atribuciones: 

I. Diseñar, formular y aplicar, en concordancia 

con la política forestal nacional, la política forestal en 

las Entidades Federativas; 

II. Aplicar los criterios de política forestal 

previstos en esta Ley y en las leyes locales en la 

materia; 

… 

XVIII. Realizar y supervisar las labores de 

conservación, protección y restauración de los 

terrenos estatales forestales; 

XIX. Elaborar y aplicar programas de 

reforestación y forestación en zonas degradadas que 

no sean competencia de la Federación, así como 

llevar a cabo acciones de protección y mantenimiento 

de las zonas reforestadas o forestadas; 

XX. Llevar a cabo, en coordinación con la 

Federación, acciones de saneamiento de los 

ecosistemas forestales, dentro de su ámbito territorial 

de competencia; 

… 
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De ahí que resulta evidente que la materia 
forestal per se no es federal, sino concurrente, de 
modo que debe estarse a la distribución competencial 
planteada por la citada Ley General, la cual no sólo 
permite que los estados legislen en la materia sino que 
incluso les atribuye el llevar a cabo acciones de 
conservación, protección y restauración de terrenos 
forestales que no sean competencia de la Federación, 
y que por ende son de jurisdicción estatal. 

En ese sentido, por otro lado, cabe señalar que 
la citada Ley General en ningún apartado reserva 
exclusivamente a la Federación la facultad de tipificar 
sobre la tala ilegal de árboles; de modo que 
considerando la competencia residual consagrada en 
el artículo 124 Constitucional, conforme al cual las 
atribuciones no concedidas a la Federación se 
entienden reservadas a los Estados, resulta 
procedente que el Congreso local expida la reforma 
que se plantea en la presente iniciativa. 

IV.- VALORACIÓN DE LAS INICIATIVAS  
Con fundamento en las potestades establecidas 

en los artículos 60 en su fracción III, de la Ley 
Orgánica para el Congreso del Estado de Morelos, 
correlacionada con los artículos 51, 54, 55 y 57 del 
Reglamento para el Congreso del Estado de Morelos, 
las y los integrantes de la comisión legislativa 
encomendada de este asunto, procedimos al estudio y 
análisis de las siguientes Iniciativas: 

Para una mejor comprensión sobre el análisis 
que se plasma en el presente dictamen, a 
continuación de dividirá cada una de las iniciativas en 
los diferentes apartados, a fin de esgrimir 
correctamente las opiniones técnicas.  

a) Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que 
se reforma el artículo 242 BIS del Código Penal para 
el Estado de Morelos, que establece lo siguiente: 
CODIGO PENAL PARA 

EL ESTADO DE 
MORELOS 

INICIATIVA 

ARTÍCULO *242-Bis.- 
Quien o quienes de 
manera intencional, o sin 
aplicar las medidas de 
prevención o seguridad, 
y en contravención a las 
disposiciones legales en 
materia de protección al 
medio ambiente, o 
normas ambientales, se 
ubiquen en alguno o 
algunos de los siguientes 
supuestos, su conducta 
será un delito: 
I. El que derribe o 
trasplante un árbol en la 
vía pública sin 
autorización de autoridad 
competente o afecte 
negativamente áreas 
verdes o jardines 
públicos. 
II. Provoque por 
cualquier medio una 
enfermedad en las 
plantas, cultivos 

ARTÍCULO 242-Bis.- A 
quien sin aplicar las 
medidas de prevención o 
seguridad, y en 
contravención a las 
disposiciones legales en 
materia de protección al 
equilibrio ecológico o 
normas ambientales, de 
manera culposa, realice 
alguna de las siguientes 
conductas, se le impondrá 
pena de 3 días a 3 años 
de prisión, y multa por el 
equivalente de 50 a 5000 
del valor diario de la 
Unidad de Medida y 
Actualización y si lo realiza 
de forma dolosa se le 
impondrá pena de 3 a 8 
años de prisión, y multa 
por el equivalente de 500 
a 20,000 del valor diario 
de la Unidad de Medida y 
Actualización: 
I. Derribe o trasplante un 

agrícolas o bosques, 
causando daño a la 
salud pública o 
desequilibrio a los 
ecosistemas. 
III. Provoque 
intencionalmente o por 
negligencia un incendio 
forestal. 
IV. Realizar cualquier 
tipo de aprovechamiento 
de recursos naturales 
dentro de las áreas 
naturales protegidas de 
interés estatal o 
municipal, sin la 
autorización 
correspondiente. 
V. Autorice, ordene, 
descargue, deposite, 
infiltre o derrame aguas 
residuales, sin previo 
tratamiento de carácter 
industrial, comercial de 
servicios y 
agropecuarios, desechos 
o contaminantes en las 
aguas, barrancas o en 
los subsuelos de 
jurisdicción estatal o 
municipal, que causen 
daños a la salud pública, 
la flora, la fauna o los 
ecosistemas. 
VI. Descargar, depositar 
o infiltrar contaminantes 
en los suelos o 
subsuelos, que 
provoquen o puedan 
provocar daños graves a 
la salud pública, la flora, 
la fauna o los 
ecosistemas. 
VII. Autorice, despida o 
descargue en la 
atmosfera gases, humos, 
polvos, líquidos que 
ocasionen o puedan 
ocasionar daños a la 
salud pública, flora, 
fauna o los ecosistemas. 
VIII. Autorice o genere 
emisiones de ruido, 
vibraciones, energía 
térmica en zonas de 
jurisdicción estatal o 
municipal, que ocasionen 
o puedan ocasionar 
daños a la salud pública, 
flora, fauna o los 
ecosistemas.  
IX. Debiendo obtener la 
autorización de impacto 
y riesgo ambiental, 
realice obras o 

árbol en la vía pública sin 
autorización de autoridad 
competente o afecte 
negativamente áreas 
verdes o jardines públicos; 
II. Provoque, por cualquier 
medio, una enfermedad en 
las plantas, cultivos 
agrícolas o bosques, 
causando daño a la salud 
pública o desequilibrio a 
los ecosistemas; 
III. Realice cualquier tipo 
de aprovechamiento de 
recursos naturales dentro 
de las áreas naturales 
protegidas de interés 
estatal o municipal, sin la 
autorización 
correspondiente; 
IV. Autorice, ordene, 
descargue, deposite, 
infiltre o derrame aguas 
residuales, sin previo 
tratamiento de carácter 
industrial, comercial, de 
servicios y agropecuario, 
desechos o contaminantes 
en las aguas, barrancas o 
en los subsuelos de 
jurisdicción estatal o 
municipal, que causen 
daños a la salud pública, 
la flora, la fauna o los 
ecosistemas; 
V. Descargue, deposite o 
infiltre contaminantes en 
los suelos o subsuelos, 
que provoquen o puedan 
provocar daños graves a 
la salud pública, la flora, la 
fauna o los ecosistemas; 
VI. Autorice, despida o 
descargue en la atmosfera 
gases, humos, polvos, 
líquidos que ocasionen o 
puedan ocasionar daños a 
la salud pública, flora, 
fauna o los ecosistemas; 
VII. Autorice o genere 
emisiones de ruido, 
vibraciones, energía 
térmica en zonas de 
jurisdicción estatal o 
municipal, que ocasionen 
o puedan ocasionar daños 
a la salud pública, flora, 
fauna o los ecosistemas; 
VIII. Debiendo obtener la 
autorización de impacto y 
riesgo ambiental, realice 
obras o actividades sin 
contar con la misma o no 
implemente las medidas 
preventivas y correctivas 
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actividades sin contar 
con la misma y no 
implemente las medidas 
preventivas y correctivas 
que indique la autoridad 
correspondiente para la 
mitigación de impactos 
ambientales y de 
seguridad de las 
personas, sus bienes y el 
ambiente, ocasionando 
daños a la salud pública, 
flora, fauna, o los 
ecosistemas; 
X. Rebase el doble de 
los parámetros y límites 
permisibles en las 
normas oficiales 
mexicanas o en las 
técnicas estatales 
vigentes; y 
XI. Fabricar, almacenar, 
comercializar, 
transportar, importar o 
disponer sustancias o 
materiales 
contaminantes sin la 
autorización  
correspondiente que 
provoquen o puedan 
provocar daños graves  a 
la salud pública, la flora, 
la fauna o los 
ecosistemas. 
A quién por acción u 
omisión culposa cometa 
alguna de las conductas 
a que se refiere el 
presente artículo, se le 
impondrá pena de 3 días 
a 3 años de prisión, y 
multa por el equivalente 
de 50 a 5000 del valor 
diario de la Unidad de 
Medida y Actualización. 
Se impondrá pena de 3 a 
8 años de prisión, y 
multa por el equivalente 
de 500 a 20,000 del valor 
diario de la Unidad de 
Medida y Actualización, 
al que los cometa en 
forma dolosa. 
 

que indique la autoridad 
correspondiente para la 
mitigación de impactos 
ambientales y de 
seguridad de las personas, 
sus bienes y el ambiente, 
ocasionando daños a la 
salud pública, flora, fauna, 
o los ecosistemas; 
IX. Rebase el doble de los 
parámetros y límites 
permisibles en las normas 
oficiales mexicanas o en 
las técnicas estatales 
vigentes; o 
X. Fabrique, almacene, 
comercialice, transporte, 
importe o disponga de 
sustancias o materiales 
contaminantes sin la 
autorización 
correspondiente, que 
provoquen o puedan 
provocar daños graves  a 
la salud pública, la flora, la 
fauna o los ecosistemas. 
También comete un delito 
en contra del equilibrio 
ecológico y la protección al 
ambiente quien en áreas 
naturales o de valor 
ambiental de competencia 
estatal o municipal 
provoque intencionalmente 
o por negligencia un 
incendio forestal, 
entendiendo por esto 
último a la combustión de 
la vegetación forestal sin 
control, en cuyo caso 
cuando el delito sea 
cometido de forma culposa 
la sanción aplicable será 
de 3 meses a 8 años de 
prisión y multa por el 
equivalente de 100 a 
7,000 veces el valor diario 
de la Unidad de Medida y 
Actualización, y si es 
cometido de forma dolosa 
la sanción será de 5 a 15 
años de prisión y multa por 
el equivalente de 5,000 a 
25,000 veces el valor 
diario de la Unidad de 
Medida y Actualización. 
Además, cuando el delito 
se lleve a cabo en áreas 
naturales protegidas de 
competencia estatal, en 
cualquiera de sus 
modalidades, la pena se 
incrementará hasta en una 
mitad. 

PRIMERO. La propuesta sobre la reforma al 

artículo 242-Bis, establece sancionar conductas que 

atenten contra el equilibrio ecológico y la protección al 

ambiente, con un enfoque en la prevención y 

reparación de daños ambientales. 

El artículo tipifica una serie de conductas que, 

ya sea por “culpa” (negligencia) o “dolo” (intención), 

generan daños al medio ambiente, a la salud pública, 

la flora, la fauna o los ecosistemas, estas conductas 

incluyen desde el derribo no autorizado de árboles 

hasta el manejo inadecuado de contaminantes, 

pasando por actividades en áreas naturales protegidas 

sin permisos y la generación de incendios forestales. 

Las y los proponentes plasman con mayor 

claridad de lo previsto actualmente un amplio espectro 

de conductas, desde actividades individuales como 

derribar un árbol hasta actos industriales o 

comerciales como descargas de aguas residuales o 

emisiones contaminantes, lo que comparte con esta 

Comisión la intención de proteger el medio ambiente 

de manera integral. 

La propuesta coincide y se alinea con lo 

dispuesto en el artículo 4° de la Constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos, que garantiza el 

derecho a un medio ambiente sano, en correlación con 

la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección 

al Ambiente, que establece las bases para la 

protección ambiental, esta Comisión también 

encuentra sustento en tratados internacionales como 

el Acuerdo de París y el Protocolo de Kioto, que 

México ha ratificado, y que promueven la protección 

del medio ambiente. 

Este Órgano dictaminador acompaña a las y los 

proponentes en la tipificación de delitos ambientales 

respondiendo a la necesidad de sancionar conductas 

que afecten bienes jurídicos colectivos, como la salud 

pública, la biodiversidad y los ecosistemas, los cuales 

son esenciales para el bienestar social y el desarrollo 

sostenible. 

Al establecer sanciones diferenciadas según la 

intencionalidad, el artículo respeta el principio de 

proporcionalidad en el derecho penal, castigando con 

mayor severidad a quienes actúan con intención de 

dañar. El incremento de penas para delitos en áreas 

naturales protegidas refleja la importancia de 

preservar estos espacios, que son críticos para la 

biodiversidad. El uso de la UMA como referencia para 

las multas asegura que las sanciones económicas se 

ajusten a la inflación, manteniendo su efecto 

disuasorio y al sancionar la omisión de medidas de 

prevención o seguridad, el artículo fomenta la 

responsabilidad ambiental en actividades industriales, 

comerciales y agrícolas. 
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Esta Comisión prevé que la propuesta menciona 

competencias estatales y municipales, y su aplicación 
dependerá de la coordinación entre autoridades 

locales y federales. Las penas agravadas para 
incendios forestales, especialmente en áreas 

protegidas, son un mensaje claro contra estas 
prácticas, pero su efectividad dependerá de las 

políticas públicas y la capacidad de las autoridades 
para investigar y sancionar estos delitos, que a 

menudo son difíciles de probar. 
Esta Comisión estima que la presente reforma 

funcionará como un instrumento jurídico robusto que 
refleja el compromiso de México con la protección del 

medio ambiente, en línea con sus obligaciones 
constitucionales e internacionales, su enfoque integral 

y la distinción entre dolo y culpa son puntos fuertes, 
que promueven mayor precisión, coordinación 

interinstitucional y un enfoque reparador, 
convirtiéndose en una herramienta efectiva para 

combatir los delitos ambientales y garantizar un medio 
ambiente sano para las generaciones presentes y 

futuras. 
b) Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que 

se adiciona el artículo 242 TER del Código Penal para 
el Estado de Morelos, que establece lo siguiente: 

CODIGO PENAL PARA 

EL ESTADO DE 
MORELOS 

INICIATIVA 

Sin correlativo 
 

ARTÍCULO 242 Ter.- Se 
aplicarán de quince a 

veinticinco años de prisión y 
de dos mil a tres mil 

quinientas veces el valor 
diario de la Unidad de 

Medida y Actualización a 
quien sin autorización legal 

realice, auxilie, consienta o 
participe en derribar o talar 

uno o más árboles en áreas 
naturales o de valor 

ambiental de competencia 
estatal o municipal, no 

sujetas a jurisdicción 
federal. La misma sanción 

se aplicará a quien lleve a 
cabo la transportación, 

acopio, almacenamiento, 
distribución, procesamiento, 

comercialización o 
destrucción de productos 

emanados de tales árboles 
derribados o talados 

ilegalmente de competencia 
estatal o municipal. 

La sanción prevista en el 
artículo anterior también se 

aplicará, incrementándose 
hasta en una mitad: 

a) Cuando se trate de 

autores intelectuales de 
esta conducta delictiva que 

empleen o inciten a 
personas que no hayan 

alcanzado la mayoría de 
edad o adultas mayores 

para cometer este delito; 
b) Cuando los delitos sean 

cometidos en áreas 
naturales protegidas de 

carácter estatal, en 
cualquiera de sus 

modalidades, o 
c) Cuando el delito se 

cometa con violencia o 
mediante el uso de armas 

prohibidas. 
d) Cuando en la comisión 

de este delito participen 
servidores públicos, en 

cuyo caso, además de la 
pena privativa de libertad y 

pecuniaria, se le aplicará la 
destitución del cargo y la 

inhabilitación por un plazo 
igual a la pena privativa de 

libertad impuesta. 
No será punible el uso de 

leña para consumo 
doméstico cuando se trate 

de un volumen menor a 
medio metro cubico. 

No será punible la 
comercialización y 

transporte de árboles de 
navidad obtenidos de 

plantaciones autorizadas 
legalmente o registradas 

ante la autoridad forestal 
con fines de 

comercialización o uso 
doméstico. 

PRIMERO. La propuesta que adiciona el 
artículo 242 Ter establece un marco punitivo para 

sancionar conductas relacionadas con la tala ilegal de 
árboles en áreas naturales o de valor ambiental de 

competencia estatal o municipal, excluyendo aquellas 
bajo jurisdicción federal.  

Las y los proponentes, plantean proteger el 
medio ambiente, específicamente los recursos 

forestales en áreas de competencia estatal o 
municipal, al sancionar la tala ilegal y actividades 

relacionadas como el transporte, almacenamiento, 
distribución, procesamiento, comercialización o 

destrucción de productos derivados de dicha tala, la 
delimitación a la jurisdicción estatal o municipal es 

relevante, ya que excluye áreas protegidas bajo 
legislación federal, lo que implica una clara distribución 

de competencias en materia ambiental. 
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La amplitud del rango de las penas permite a los 
jueces graduar la sanción según las circunstancias del 
caso, como el daño ambiental causado, la 
intencionalidad o el grado de participación del sujeto. 

El artículo prevé un aumento de la pena hasta 
en una mitad en los siguientes casos: 

a) Se agrava la sanción cuando los autores 
intelectuales involucran a personas vulnerables 
(menores de edad o adultos mayores) para cometer el 
delito. Esto busca desincentivar la explotación de 
estos grupos en actividades ilícitas, protegiendo su 
integridad y sancionando con mayor rigor a quienes 
los manipulan. 

b) La comisión del delito en áreas naturales 
protegidas de carácter estatal incrementa la pena, 
reconociendo el mayor valor ecológico y social de 
estas zonas. 

c) La violencia o el uso de armas prohibidas 
agrava el delito, considerando el peligro adicional que 
representan estas conductas para la seguridad pública 
y el medio ambiente. 

d) Se impone una sanción adicional de 
destitución e inhabilitación para ocupar cargos 
públicos por un plazo igual a la pena privativa de 
libertad, esto refleja un esfuerzo por combatir la 
corrupción y el abuso de poder en la protección 
ambiental, asegurando que los funcionarios públicos 
no faciliten o participen en estas actividades ilícitas. 

Esta Comisión acompaña íntegramente lo 
propuesto en el artículo 242 Ter, como una forma que 
busca combatir la tala ilegal y proteger los recursos 
forestales en el ámbito estatal y municipal. 

Sus sanciones severas y agravantes reflejan un 
compromiso con la conservación ambiental, pero su 
aplicación efectiva dependerá de la claridad en los 
conceptos, la capacidad de fiscalización y la 
sensibilidad hacia las necesidades de comunidades 
locales.  

Por lo tanto, las diputadas y diputados 
integrantes de esta comisión legislativa, determinamos 
la procedencia de la propuesta contenida en la 
presente iniciativa  

V. IMPACTO PRESUPUESTAL.  
De conformidad con lo previsto en la reforma al 

artículo 43 de la Constitución Local, mediante la 
publicación del Decreto número mil ochocientos treinta 
y nueve, por el que se reforman diversas disposiciones 
de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano 
de Morelos, en el Periódico Oficial “Tierra y Libertad”, 
número 5487, el 07 de abril de 2017, en el que se 
estableció que las Comisiones encargadas del estudio 
de las iniciativas, en la elaboración de los dictámenes 
con proyecto de ley o decreto, incluirán la estimación 
sobre el impacto presupuestario del mismo, debe 
estimarse que dicha disposición deviene del contenido 
del artículo 16 de la Ley de Disciplina Financiera de 
las Entidades Federativas y los Municipios, que tiene 
como objetivos el incentivar la responsabilidad 
hacendaria y financiera para promover una gestión 
responsable y sostenible de las finanzas públicas y 
fomentar su estabilidad, con política de gasto con 
planeación desde la entrada en vigor de la legislación 
para no ejercer gasto que no se contemple en el 
presupuesto, mediante la contención del crecimiento 
del gasto en servicios personales, consolidando el 
gasto eficiente que limite el crecimiento del gasto de 
nómina.  

Con base en lo antes manifestado, la presente 
comisión dictaminadora, considera que las propuestas 
de reformas legales no generan ningún impacto 
presupuestal en las finanzas estatales o municipales, 
dado que no se generan nuevas áreas, sino que 
únicamente se reconfiguran y adicionan determinados 
tipos penales.  

VI. JUSTIFICACIÓN DE CAMBIOS. 
Con fundamento en la fracción III, del artículo 

106, del Reglamento para el Congreso del Estado de 
Morelos y por analogía de aplicación específica a la 
competencia constitucional local es aplicable mutatis 
mutandis la Tesis de jurisprudencia de la Primera Sala 
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible 
en el Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, tomo XXXIII-abril de 2011, página 228, de 
rubro siguiente: PROCESO LEGISLATIVO. LAS 
CÁMARAS QUE INTEGRAN EL CONGRESO DE LA 
UNIÓN TIENEN LA FACULTAD PLENA DE 
APROBAR, RECHAZAR, MODIFICAR O ADICIONAR 
EL PROYECTO DE LEY O DECRETO, 
INDEPENDIENTEMENTE DEL SENTIDO EN EL QUE 
SE HUBIERE PRESENTADO ORIGINALMENTE LA 
INICIATIVA CORRESPONDIENTE. 

VII. CONCLUSIONES 
En mérito de lo anterior y derivado de un 

análisis, investigación y estudio jurídico, así como por 
haber agotado una discusión al interior de esta 
Comisión Legislativa, con fundamento en lo dispuesto 
en los artículos 53, 55, 59 numeral 1 y 60 fracción III, 
todos de la Ley Orgánica; 51, 54, 104 y 106, del 
Reglamento, ambos ordenamientos para el Congreso 
del Estado de Morelos y derivado de la valoración 
tanto en lo general como en lo particular, se aprueba 
en sus términos el dictamen en SENTIDO POSITIVO 
…” 

Por lo anteriormente expuesto y fundado, esta 
LVI Legislatura del Congreso del Estado, ha tenido a 
bien expedir el siguiente: 
DECRETO NÚMERO CUATROCIENTOS OCHENTA 

Y TRES 
POR EL QUE SE REFORMA EL ARTÍCULO 242 BIS 

Y SE ADICIONA EL ARTICULO 242 TER AL CÓDIGO 
PENAL PARA EL ESTADO DE MORELOS. 
ARTÍCULO ÚNICO. - Se REFORMA el artículo 

242 BIS y se ADICIONA el articulo 242 TER al Código 
Penal para el Estado de Morelos, para quedar como 
sigue:  

ARTÍCULO 242-BIS.- A quien sin aplicar las 
medidas de prevención o seguridad, y en 
contravención a las disposiciones legales en materia 
de protección al equilibrio ecológico o normas 
ambientales, de manera culposa, realice alguna de las 
siguientes conductas, se le impondrá pena de 3 días a 
3 años de prisión, y multa por el equivalente de 50 a 
5000 del valor diario de la Unidad de Medida y 
Actualización y si lo realiza de forma dolosa se le 
impondrá pena de 3 a 8 años de prisión, y multa por el 
equivalente de 500 a 20,000 del valor diario de la 
Unidad de Medida y Actualización: 

I. Derribe o trasplante un árbol en la vía pública 
sin autorización de autoridad competente; 

II. Provoque, por cualquier medio, una 
enfermedad en las plantas, cultivos agrícolas o 
bosques, causando daño a la salud pública o 
desequilibrio a los ecosistemas; 
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III: Realice cualquier tipo de aprovechamiento 
de recursos naturales dentro de las áreas naturales 
protegidas de interés estatal o municipal, sin la 
autorización correspondiente; 

IV. Autorice, ordene, descargue, deposite, 
infiltre o derrame aguas residuales, sin previo 
tratamiento de carácter industrial, comercial, de 
servicios y agropecuario, desechos o contaminantes 
en las aguas, barrancas o en los subsuelos de 
jurisdicción estatal o municipal, que causen daños a la 
salud pública, la flora, la fauna o los ecosistemas; 

V. Descargue, deposite o infiltre contaminantes 
en los suelos o subsuelos, que provoquen o puedan 
provocar daños graves a la salud pública, la flora, la 
fauna o los ecosistemas; 

VI. Autorice, despida o descargue en la 
atmosfera gases, humos, polvos, líquidos que 
ocasionen o puedan ocasionar daños a la salud 
pública, flora, fauna o los ecosistemas; 

VII. Autorice o genere emisiones de ruido, 
vibraciones, energía térmica en zonas de jurisdicción 
estatal o municipal, que ocasionen o puedan ocasionar 
daños a la salud pública, flora, fauna o los 
ecosistemas; 

VIII. Debiendo obtener la autorización de 
impacto y riesgo ambiental, realice obras o actividades 
sin contar con la misma o no implemente las medidas 
preventivas y correctivas que indique la autoridad 
correspondiente para la mitigación de impactos 
ambientales y de seguridad de las personas, sus 
bienes y el ambiente, ocasionando daños a la salud 
pública, flora, fauna, o los ecosistemas; 

IX. Rebase el doble de los parámetros y límites 
permisibles en las normas oficiales mexicanas o en las 
técnicas estatales vigentes; o 

X. Fabrique, almacene, comercialice, transporte, 
importe o disponga de sustancias o materiales 
contaminantes sin la autorización correspondiente, 
que provoquen o puedan provocar daños graves a la 
salud pública, la flora, la fauna o los ecosistemas. 

También comete un delito en contra del 
equilibrio ecológico y la protección al ambiente quien 
en áreas naturales o de valor ambiental de 
competencia estatal o municipal provoque 
intencionalmente o por negligencia un incendio 
forestal, entendiendo por esto último a la combustión 
de la vegetación forestal sin control, en cuyo caso 
cuando el delito sea cometido de forma culposa la 
sanción aplicable será de 3 meses a 8 años de prisión 
y multa por el equivalente de 100 a 7,000 veces el 
valor diario de la Unidad de Medida y Actualización, y 
si es cometido de forma dolosa la sanción será de 5 a 
15 años de prisión y multa por el equivalente de 5,000 
a 25,000 veces el valor diario de la Unidad de Medida 
y Actualización. Además, cuando el delito se lleve a 
cabo en áreas naturales protegidas de competencia 
estatal, en cualquiera de sus modalidades, la pena se 
incrementará hasta en una mitad. 

ARTÍCULO 242 Ter. - Se aplicarán de quince a 
veinticinco años de prisión y de dos mil a tres mil 
quinientas veces el valor diario de la Unidad de 
Medida y Actualización a quien sin autorización legal 
realice, auxilie, consienta o participe en derribar o talar 
uno o más árboles en áreas naturales de competencia 
estatal o municipal, no sujetas a jurisdicción federal. 
La misma sanción se aplicará a quien lleve a cabo la 
transportación, acopio, almacenamiento, distribución, 
procesamiento, comercialización o destrucción de 
productos emanados de dichas acciones.  

La sanción prevista en el artículo anterior 
también se aplicará, incrementándose hasta en una 
mitad: 

a) Cuando se trate de autores intelectuales de 
esta conducta delictiva que empleen o inciten a 
personas que no hayan alcanzado la mayoría de edad 
o adultas mayores para cometer este delito; 

b) Cuando los delitos sean cometidos en áreas 
naturales protegidas de carácter estatal, en cualquiera 
de sus modalidades, o 

c) Cuando el delito se cometa con violencia o 
mediante el uso de armas prohibidas. 

d) Cuando en la comisión de este delito 
participen servidores públicos, en cuyo caso, además 
de la pena privativa de libertad y pecuniaria, se le 
aplicará la destitución del cargo y la inhabilitación por 
un plazo igual a la pena privativa de libertad impuesta. 

No será punible a quien transporte o almacene 
leña para consumo doméstico cuando se trate de un 
volumen menor a medio metro cubico. 

No será punible la comercialización y transporte 
de árboles de navidad obtenidos de plantaciones 
autorizadas legalmente o registradas ante la autoridad 
forestal con fines de comercialización o uso 
doméstico. 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS 
PRIMERA. Remítase el presente Decreto a la 

Titular del Poder Ejecutivo del Estado, para su 
promulgación y publicación respectiva de conformidad 
con los artículos 44, 47 y 70 fracción XVII, incisos a) y 
c) de la Constitución Política del Estado Libre y 
Soberano de Morelos. 

SEGUNDA. El presente Decreto iniciará su 
vigencia al día siguiente de su publicación en el 
Periódico Oficial “Tierra y Libertad”, órgano de difusión 
de Gobierno del Estado. 

TERCERA. El presente Decreto deroga todas 
las disposiciones legales de igual o menor rango, que 
se opongan o contradigan a este. 

Poder Legislativo del Estado de Morelos, Sesión 
Ordinaria de Pleno del día quince de julio de dos mil 
veinticinco. 

Diputadas Integrantes de la Mesa Directiva del 
Congreso del Estado de Morelos. Dip. Jazmín Juana 
Solano López, presidenta. Dip. Ruth Cleotilde 
Rodríguez López, secretaria. Dip. Gonzala Eleonor 
Martínez Gómez, secretaria. Rúbricas. 

Por tanto, mando se imprima, publique, circule y 
se le dé el debido cumplimiento. Dado en la residencia 
del Poder Ejecutivo, Palacio de Gobierno, en la ciudad 
de Cuernavaca, capital del estado de Morelos, a los 
veintinueve días del mes de julio del dos mil 
veinticinco. 

“SUFRAGIO EFECTIVO. NO REELECCIÓN” 
MARGARITA GONZÁLEZ SARAVIA CALDERÓN 

GOBERNADORA CONSTITUCIONAL DEL ESTADO 
LIBRE Y SOBERANO DE MORELOS 

SECRETARIO DE GOBIERNO 
JUAN SALGADO BRITO 

RÚBRICAS. 
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Al margen superior izquierdo un escudo del 
estado de Morelos que dice: “TIERRA Y LIBERTAD”.- 
LA TIERRA VOLVERÁ A QUIENES LA TRABAJAN 
CON SUS MANOS.- Y un logotipo que dice: 
MORELOS.- LA TIERRA QUE NOS UNE.- 
GOBIERNO DEL ESTADO.- 2024-2030. 

MARGARITA GONZÁLEZ SARAVIA 
CALDERÓN, GOBERNADORA CONSTITUCIONAL 
DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE MORELOS, 
EN EJERCICIO DE LAS FACULTADES QUE ME 
CONFIEREN LOS ARTÍCULOS 57, 70, FRACCIONES 
XVII Y XXVI, 74 Y 76 DE LA CONSTITUCIÓN 
POLÍTICA DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE 
MORELOS; 2, 6, 8, 9, FRACCIÓN II, 11, 14, 
FRACCIONES II Y III, 18, PÁRRAFOS PRIMERO Y 
SEGUNDO, Y 23 DE LA LEY ORGÁNICA DE LA 
ADMINISTRACIÓN PÚBLICA PARA EL ESTADO 
LIBRE Y SOBERANO DE MORELOS; Y CON BASE 
EN LA SIGUIENTE: 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS  
El derecho a una vivienda adecuada es un 

precepto fundamental reconocido en el artículo 4, 
párrafo noveno, de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, el cual prevé que la ley de 
la materia determinará los apoyos necesarios para 
garantizar el acceso a una vivienda digna y decorosa 
para todas las personas. De esta manera, el Estado 
asume la responsabilidad de garantizar tal derecho a 
través de la implementación de políticas y programas 
que permitan a las personas y familias acceder a una 
vivienda que cumpla con los estándares mínimos de 
habitabilidad, seguridad y dignidad. Este derecho es 
esencial para el bienestar y la calidad de vida de las 
personas, y su reconocimiento constitucional refleja el 
compromiso del Estado con la protección y promoción 
de los derechos humanos. 

Por otro lado, el Pacto Internacional de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales, en el 
artículo 11, numeral 1, establece que los Estados 
Parte reconocen el derecho de toda persona a un nivel 
de vida adecuado para sí y su familia, incluso 
alimentación, vestido y vivienda adecuados, y a una 
mejora continua de las condiciones de existencia; 
tomando medidas apropiadas para asegurar la 
efectividad de este derecho, reconociendo la 
importancia esencial de la cooperación internacional 
fundada en el libre consentimiento. 

En congruencia con lo anterior, el artículo 2 de 
la Ley de Vivienda, publicada en el Diario Oficial de la 
Federación el 27 de junio de 2006, considera por 
vivienda digna y decorosa a aquella que cumple con 
las disposiciones jurídicas aplicables en materia de 
asentamientos humanos y construcción, salubridad y 
que cuente con espacios habitables y auxiliares, así 
como con los servicios básicos que brinden a sus 
ocupantes seguridad jurídica en cuanto a su propiedad 
o legítima posesión, contemplando criterios para la 
prevención de desastres y la protección física de sus 
ocupantes ante los fenómenos naturales 
potencialmente agresivos. 

Por tal motivo, toda vez que la vivienda es el 

área prioritaria para el desarrollo nacional, el Estado 

se encuentra constreñido a impulsar y organizar las 

actividades inherentes a la materia, por sí y con la 

participación de los sectores social y privado, de 

acuerdo con las disposiciones de la propia Ley de 

Vivienda y demás normativa aplicable en la materia. 

En ese sentido, teniendo en consideración que 

una de las principales causas de conflicto entre las y 

los habitantes morelenses es la incertidumbre jurídica 

respecto de la tenencia de la tierra y la vivienda, el 

Poder Ejecutivo Federal ha implementado desde el 

año 2020 el Programa para Regularizar 

Asentamientos Humanos, con la finalidad de 

solucionar dicha problemática; el Programa en cita, es 

promovido por el Instituto Nacional del Suelo 

Sustentable y tiene como objetivo la regularización de 

los lotes habitados para otorgar certeza jurídica, 

beneficiando a las y los habitantes en que aumente el 

valor de la vivienda, el derecho a tener acceso a 

créditos para mejorar la vivienda, gozar de mejores 

servicios públicos, seguridad y tranquilidad en el 

patrimonio familiar, así como promover el desarrollo 

urbano, el ordenamiento y la planeación territorial 

como articuladores del bienestar de las personas y el 

uso eficiente del suelo, para combatir el rezago social 

en materia de servicios básicos, de salud, seguridad, 

energía, educación, vivienda, medio ambiente y 

consolidar áreas urbanas formales y sustentables. 

En ese orden de ideas, resulta evidente que 

actualmente en nuestro Estado persisten áreas de 

oportunidad que derivan del rezago en la 

regularización de la tenencia de la tierra y la vivienda, 

principalmente en los Municipios donde se han 

reconocido los bienes comunales; lo que 

evidentemente podría generar incertidumbre jurídica 

sobre su posesión, dificultando así su uso estratégico 

para proyectos públicos, limitando la capacidad del 

gobierno para gestionar eficientemente su patrimonio, 

incrementando el riesgo de conflictos legales y 

restringiendo el aprovechamiento pleno de estos 

activos en beneficio de la ciudadanía. 

De ahí que resulta necesario realizar un arduo 

trabajo en coordinación con las autoridades 

competentes en la materia, a efecto de fomentar, 

facilitar y auxiliar a la ciudadanía en los actos 

correspondientes a la regularización, lo anterior 

tomando en cuenta que hay superficies ejidales y 

comunales que se han acreditado en zonas ya 

urbanizadas; por ello, la presente Administración 

Pública Estatal considera la necesidad de promover e 

implementar medidas que atiendan la regularización 

de la tenencia de la tierra y la vivienda, a través de 

políticas de coadyuvancia en todos los asuntos que en 

materia agraria se puedan presentar en el Estado, en 

coordinación con las instancias competentes.  
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Derivado de lo anterior, este Poder Ejecutivo 

Estatal, a través de la Secretaría de Gobierno, en 

términos de lo establecido en las fracciones VI y XIX 

del artículo 23 de la Ley Orgánica de la Administración 

Pública para el Estado Libre y Soberano de Morelos, 

cuenta con atribuciones específicas para promover y 

apoyar los programas de regularización de la tenencia 

de la tierra, así como la planeación, programación, 

presupuesto y vigilancia de la operación y ejercicio de 

las funciones del Instituto de Servicios Registrales y 

Catastrales del Estado de Morelos y del Archivo 

General de Notarías del Estado de Morelos. 

Por tal motivo, el presente Acuerdo tiene por 

objeto coadyuvar a que las y los morelenses obtengan 

certeza jurídica sobre su patrimonio y lograr que sus 

lotes o viviendas estén debidamente regularizadas y 

registradas; por lo que se crea y regula el Consejo 

para la Escrituración Social y Regularización Territorial 

en el Estado de Morelos, como órgano coordinador, 

con facultades para implementar programas en 

materia de regularización de la tenencia de la tierra y 

vivienda, que permitan trámites accesibles, rápidos y a 

bajo costo, bajo criterios de legalidad, sustentabilidad 

y ordenamiento territorial, en cumplimiento con las 

leyes municipales, estatales y federales.  

Conforme lo anterior, en la integración del 

Consejo para la Escrituración Social y Regularización 

Territorial en el Estado de Morelos que se crea por 

virtud del presente Acuerdo, se considera viable 

prever la participación de diversas Secretarías, 

Dependencias, Organismos Auxiliares de la 

Administración Pública Estatal y Órganos Autónomos 

para que, en coordinación y a través del intercambio 

de ideas, se realicen trabajos, se implementen 

programas y demás acciones jurídicas y 

administrativas, dentro de sus respectivos ámbitos de 

competencias con el objeto de dotar de certeza 

jurídica a la ciudadanía morelense en materia de 

vivienda, contribuyendo al ordenamiento territorial del 

estado de Morelos. 

No pasa desapercibido que en la emisión del 

presente instrumento se observaron los principios de 

simplificación, agilidad, economía, información, 

precisión, legalidad, transparencia, austeridad e 

imparcialidad que se señalan en el artículo 8, primer 

párrafo de la Ley Orgánica de la Administración 

Pública para el Estado Libre y Soberano de Morelos. 

Finalmente, el presente Acuerdo cumple con lo 

dispuesto en el artículo 12, de la Ley de Planeación 

para el Estado de Morelos, al encontrarse plenamente 

vinculado con el “Plan Estatal de Desarrollo 2025–

2030”, publicado en el Periódico Oficial “Tierra y 

Libertad”, de fecha 09 de mayo de 2025, número 6423 

Extraordinaria, en su Eje Rector 3, denominado 

“Bienestar para el Pueblo”, en el rubro de Vivienda, 

estableciendo en el objetivo estratégico 3.11 

Desarrollar y promover opciones de vivienda 

adecuada para la población del Estado de Morelos, 

conforme a los principios establecidos por ONU-

Hábitat, priorizando la inclusión social, el respeto al 

medio ambiente y la sostenibilidad urbana; ello, 

conforme a la estrategia número 3.11.2 la cual refiere 

la promoción de la regularización de la vivienda en el 

Estado de Morelos, garantizando la seguridad jurídica 

y el acceso a servicios básicos para la población, a 

través de su línea de acción número 3.11.2.1 relativa a 

implementar campañas informativas sobre la 

regularización dirigidas a la población que habita en 

asentamientos irregulares fuera de zonas de riesgo o 

zonas protegidas, sensibilizando sobre los beneficios 

de la regularización y promoviendo la certeza jurídica. 

En mérito de los fundamentos y razonamientos 

expuestos, tengo a bien emitir el siguiente: 

ACUERDO POR EL QUE SE CREA Y REGULA 

EL CONSEJO PARA LA ESCRITURACIÓN SOCIAL Y 

REGULARIZACIÓN TERRITORIAL EN EL ESTADO 

DE MORELOS 

CAPÍTULO I 

DE LAS DISPOSICIONES GENERALES 

Artículo 1. El presente Acuerdo tiene por objeto 

crear y regular el Consejo para la Escrituración Social 

y Regularización Territorial en el Estado de Morelos, 

como un órgano coordinador, de carácter permanente, 

el cual tiene por objeto promover y apoyar la 

regularización territorial, registro formal de los 

inmuebles y la escrituración o formalización de actos 

jurídicos ante las instancias correspondientes, 

sugiriendo la elaboración de programas, subsidios, 

estímulos fiscales, líneas de acción y mecanismos 

necesarios en coordinación con autoridades federales, 

estatales y municipales, conforme al ámbito de sus 

respectivas competencias. 

Artículo 2. Para los efectos del presente 

Acuerdo se entenderá por: 

I. Acuerdo, al presente Acuerdo por el que se 

crea y regula el Consejo para la Escrituración Social y 

Regularización Territorial en el Estado de Morelos; 

II. Consejo, al Consejo para la Escrituración 

Social y Regularización Territorial en el Estado de 

Morelos; 

III. Estado, al Estado Libre y Soberano de 

Morelos, y 
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IV. Lineamientos, al Acuerdo por el que se 

Establecen los Lineamientos para la Celebración de 

Sesiones de los Distintos Órganos Colegiados que 

Actúan y Participan en la Administración Pública del 

Estado de Morelos. 

CAPÍTULO II 

DE LA INTEGRACIÓN DEL CONSEJO 

Artículo 3. El Consejo se integra por: 

I. La Persona Titular del Poder Ejecutivo Estatal, 

quien la presidirá; 

II. La persona titular de la Secretaría de 

Gobierno del Poder Ejecutivo Estatal, quien fungirá 

como titular de la Vicepresidencia; 

III. La persona titular de la Secretaría de 

Hacienda del Poder Ejecutivo Estatal; 

IV. La persona titular de la Dirección General 

Jurídica de la Secretaría de Gobierno del Poder 

Ejecutivo Estatal, quien asumirá la Coordinación 

Ejecutiva del Consejo; 

V. La persona titular del Instituto de Servicios 

Registrales y Catastrales del Estado de Morelos;  

VI. La persona titular de la Dirección General de 

Atención a Municipios, adscrita a la Secretaría de 

Gobierno del Poder Ejecutivo Estatal;  

VII. La persona titular de la Dirección de 

Notarías adscrita a la Dirección General Jurídica de la 

Secretaría de Gobierno del Poder Ejecutivo Estatal, 

quien asumirá la Secretaría Técnica del Consejo; 

VIII. La persona titular del Órgano 

Desconcentrado denominado “Hábitat Morelos”; y, 

IX. La persona titular de la Presidencia del 

Consejo Directivo del Colegio de Notarios del Estado 

de Morelos A.C.   

Todas las personas integrantes a que se refiere 

el párrafo anterior tendrán derecho a voz y voto, 

asimismo podrán designar a una persona suplente 

para que actúe en su representación en las Sesiones 

del Consejo, quien contará con las mismas facultades 

que la persona integrante propietaria. 

Asimismo, participaran como invitados 

permanentes, con derecho a voz pero sin voto, las 

personas titulares de: 

a) El Tribunal Superior de Justicia del Estado de 

Morelos; 

b) La Secretaría de Desarrollo Agrario, 

Territorial y Urbano (SEDATU); 

c) La Procuraduría Agraria; 

d) El Registro Agrario Nacional (RAN); 

e) El Instituto Nacional del Suelo Sustentable 

(INSUS);  

f) El Instituto de la Defensoría Pública del 

Estado de Morelos; 

g) El Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda 

para los Trabajadores (INFONAVIT); y, 

h) Las Presidencias Municipales del Estado, 

cuando la naturaleza del asunto a tratar lo amerite. 

Para el caso de las suplencias de las personas 
integrantes a que refieren las fracciones I a la VIII, 
deberán ser personas servidoras públicas con el nivel 
jerárquico de al menos Dirección General o inferior 
jerárquico inmediato; y para el caso de las personas 
titulares integrantes a que se refieren la fracción IX y 
los incisos a) al h), quien los supla deberá pertenecer 
al mismo Ente o sector al cual pertenece la persona 
titular. Dichas designaciones deberán realizarse por 
escrito dirigidas a la persona titular de la Presidencia 
del Consejo. 

Así mismo, previa valoración y acuerdo emitido 
por la mayoría de las personas integrantes del 
Consejo, las personas y organizaciones relacionadas 
con asuntos de regularización territorial, escrituración 
y registro formal de bienes inmuebles, podrán ser 
incorporadas con el carácter de invitados permanentes 
o integrantes, adquiriendo los derechos, atribuciones y 
obligaciones correspondientes, conforme al cargo 
conferido. 

Además, según lo amerite la naturaleza del 
asunto a tratar y previo acuerdo del Consejo, podrán 
ser invitadas personas expertas o académicas 
estatales o nacionales, personas físicas o morales 
relacionados con asuntos de regularización territorial, 
escrituración y registro formal de bienes inmuebles, 
para participar y realizar propuestas, las cuales 
contarán con derecho a voz pero sin voto 

Artículo 4. Las personas servidoras públicas de 
la Administración Pública Estatal que forman parte del 
Consejo, lo harán con tal carácter únicamente por el 
tiempo que subsistan sus nombramientos 
administrativos que dan origen a sus cargos. 

Artículo 5. Los cargos de las personas 
integrantes del Consejo serán honoríficos, por lo que 
no percibirán remuneración, emolumento o 
compensación alguna por el desempeño de sus 
funciones. 

CAPÍTULO III 
DE LAS ATRIBUCIONES DEL CONSEJO  
Artículo 6. Para el cumplimiento de su objeto, el 

Consejo cuenta con las atribuciones siguientes: 
I. Emitir los acuerdos necesarios para el debido 

cumplimiento de su objeto; 
II. Elaborar y emitir programas para la 

promoción de la regularización del patrimonio y 
formalización de los actos jurídicos de las personas, a 
través de trámites accesibles, rápidos y a bajo costo, 
en cumplimiento con la normativa federal, estatal y 
municipal; 

III. Promover la participación de la instancias 
federales, estatales y municipales que, conforme al 
ámbito de competencias, considere necesarias para el 
cumplimiento del objeto del Consejo; 

IV. Generar condiciones para la implementación 
de campañas de sensibilización sobre los beneficios 
de la regularización, promoviendo la certeza jurídica, 
así como de orientación a la ciudadanía en general, 
registro formal de sus viviendas y para la escrituración 
o formalización de actos jurídicos, ante las instancias 
correspondientes, en términos de la normativa 
aplicable en materia notarial y registral; 
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V. Generar y suscribir convenios, acuerdos y 

demás instrumentos jurídicos con diversas instancias 

públicas y privadas que, conforme al ámbito de sus 

competencias, permitan promover y apoyar la 

regularización territorial, registro formal de los 

inmuebles y la escrituración o formalización de actos 

jurídicos;  

VI. Analizar las causas y problemáticas que 

tiene la sociedad Morelense con respecto a la 

regularización y escrituración de la vivienda, así como 

realizar el seguimiento correspondiente hasta su 

solución; 

VII. Proponer y coordinar estrategias con las 

autoridades competentes y, en su caso, 

organizaciones civiles, para realizar actividades 

relacionadas al cumplimiento de su objeto; 

VIII. Coadyuvar en la supervisión de la función 

notarial y registral en el Estado; y,  

IX. Las demás que sean necesarias para el 

cumplimiento de su objeto, así como aquellas que le 

confiera la normativa aplicable. 

CAPÍTULO IV 

DE LAS ATRIBUCIONES DE LAS PERSONAS 

INTEGRANTES DEL CONSEJO  

Artículo 7. La persona titular de la Presidencia 

del Consejo cuenta con las atribuciones siguientes: 

I. Presidir las sesiones del Consejo, así como 

moderar las intervenciones, concediendo el uso de la 

voz a las personas integrantes del Consejo e 

invitados;  

II. Convocar, a través de la Secretaría Técnica 

del Consejo, a las sesiones ordinarias o 

extraordinarias, adjuntando al efecto la propuesta de 

orden del día y documentos relativos a cada uno de 

los puntos a tratar que se someterán a aprobación del 

Consejo; 

III. Someter a consideración del Consejo todos 

los asuntos que se presenten con relación a sus 

funciones y actividades; 

IV. Instruir a la Secretaría Técnica del Consejo 

la organización y logística de las sesiones; 

V. Coordinarse con las instancias 

correspondientes de los Gobiernos Federal, Estatales 

y Municipales; 

VI. Emitir voto de calidad en caso de empate; y, 

VII. Las demás que sean necesarias para el 

cumplimiento del objeto del Consejo, así como 

aquellas que le confiera la normativa aplicable. 

Artículo 8. La persona titular de la 

Vicepresidencia del Consejo cuenta con las 

atribuciones siguientes:  

I. Presidir las sesiones del Consejo en ausencia 

de la persona titular de la Presidencia del Consejo, 

contando con las mismas atribuciones para tal efecto, 

caso en el cual deberá designar a su vez una persona 

que la represente ante dicho cuerpo colegiado, a fin de 

evitar la concentración de votos en una sola persona 

en la toma de decisiones; 

II. Proponer temas a tratar en el orden del día 

de la sesión que corresponda; y,  

III. Las demás que le delegue la persona titular 

de la Presidencia del Consejo, así como aquellas que 

le confiera la normativa aplicable. 

Artículo 9. La Coordinación Ejecutiva de la 

Consejo cuenta con las atribuciones siguientes:  

I. Ser el enlace con la ciudadanía, brindando 

atención en primera instancia; 

II. Programar y dar seguimiento a las campañas 

de sensibilización y orientación ciudadana en materia 

notarial que se realicen en el ámbito de competencia 

del Consejo; 

III. Vigilar y dar seguimiento a los acuerdos 

adoptados en cada sesión del Consejo, hasta su 

cumplimiento; 

IV. Suscribir convenios que beneficien el 

cumplimiento del objeto del Consejo, previa valoración 

y aprobación de la mayoría de las personas 

integrantes del Consejo; 

V. Coordinar y ejecutar los programas y 

acciones correspondientes con las instancias que el 

Consejo considere necesarias para el cumplimiento de 

su objeto; 

VI. Mantener estrecha relación con la Secretaría 

Técnica del Consejo, para coadyuvar en la 

implementación, seguimiento y cumplimiento de los 

acuerdos tomados por el Consejo; y, 

VII. Las demás que le sean asignadas por 

acuerdo del Consejo o por la persona titular de la 

Presidencia del Consejo, así como aquellas que le 

confiera la normativa aplicable.  

Artículo 10. La Secretaría Técnica del Consejo 

cuenta con las atribuciones siguientes: 

I. Auxiliar a la persona titular de la Presidencia 

del Consejo en el desempeño de sus funciones; 

II. Someter a aprobación de la persona titular de 

la Presidencia del Consejo el calendario de sesiones 

del Consejo; 

III. Elaborar el proyecto de orden del día 

correspondiente, previo acuerdo con la persona titular 

de la Presidencia del Consejo, de conformidad con el 

artículo 21 de los Lineamientos; 

IV. Convocar a las personas integrantes del 

Consejo a las sesiones que le instruya la persona 

titular de la Presidencia del Consejo, remitiendo el 

orden del día y la documentación correspondiente, de 

conformidad con lo establecido en los Lineamientos; 

V. Convocar a las sesiones a todas las 

personas, organizaciones, instituciones, invitados 

expertos o académicos estatales o nacionales que 

tengan relación con los asuntos a tratar, previa 

autorización de la persona titular de la Presidencia del 

Consejo; 

VI. Someter a consideración de las personas 

integrantes del Consejo, todos los asuntos que le 

instruya la persona titular de la Presidencia del 

Consejo;  



Página 18  PERIÓDICO OFICIAL  30 de septiembre de 2025 

VII. Formular las actas de cada sesión, llevar su 

registro y revisarlas, previo a su firma por las personas 

integrantes del Consejo, así como recabar las firmas 

correspondientes y resguardar el archivo de las 

mismas; 

VIII. Elaborar el programa de actividades del 

Consejo; 

IX. Dar seguimiento a los acuerdos e informar a 

las personas integrantes del Consejo el estado que 

guardan los mismos; y, 

X. Las demás que le sean asignadas por 

acuerdo del Consejo o por la persona titular de la 

Presidencia del Consejo, así como aquellas que le 

confiera la normativa aplicable. 

Artículo 11. Las personas integrantes del 

Consejo cuentan con los derechos y obligaciones 

siguientes: 

I. Asistir a las sesiones del Consejo y firmar los 

acuerdos adoptados en las mismas; 

II. Proponer la modificación o inclusión de temas 

en el orden del día de las sesiones del Consejo; 

III. Participar en el análisis, discusión y votación 

de los asuntos que sean competencia del Consejo; 

IV. Proponer ajustes o adiciones a los proyectos 

de actas y acuerdos que se sometan para aprobación 

del Consejo, así como participar en las sesiones; 

V. Recibir en tiempo y forma la documentación 

correspondiente a los temas a tratar en las sesiones 

del Consejo; 

VI. Cooperar, de manera individual o conjunta, 

en la vigilancia del cumplimiento de los acuerdos 

tomados en las sesiones del Consejo;  

VII. Desempeñar las comisiones o tareas que 

les sean encomendadas por el Consejo, en el ámbito 

de sus respectivas facultades y competencias; 

VIII. Dar cumplimiento a los acuerdos del 

Consejo, en el ámbito de sus respectivas facultades y 

competencias; 

IX. Promover, en el ámbito de sus respectivas 

competencias, la coordinación e implementación de 

las acciones que sean necesarias para el 

cumplimiento de los acuerdos adoptados por el 

Consejo;  

X. Proponer la inclusión de invitados para las 

sesiones, cuando así lo consideren conveniente, y 

XI. Las demás que le sean asignadas por 

acuerdo del Consejo o por la persona titular de la 

Presidencia del Consejo, o le confiera la normativa 

aplicable. 

CAPÍTULO V 

DE LAS SESIONES DEL CONSEJO 

Artículo 12. El funcionamiento, las convocatorias 

y el desarrollo de las sesiones del Consejo se 

celebrarán cumpliendo con las disposiciones del 

presente Acuerdo y supletoriamente por las 

contenidas en los Lineamientos.  

Artículo 13. El Consejo celebrará sesiones 

ordinarias y extraordinarias. Las ordinarias serán 

bimestrales, conforme al calendario anual aprobado en 

la sesión correspondiente; y cuando se trate de 

asuntos urgentes o de imperiosa necesidad, se podrá 

sesionar de manera extraordinaria todas las veces que 

fueren necesarias, mismas que podrán ser propuestas 

por cualquiera de las personas integrantes del 

Consejo y aprobadas por la persona titular de la 

Presidencia del Consejo. 

Artículo 14. Las convocatorias para las sesiones 

ordinarias del Consejo serán enviadas a las personas 

integrantes por lo menos con cinco días hábiles de 

anticipación, por conducto de la Secretaría Técnica del 

Consejo, adjuntando el orden del día, así como la 

documentación relacionada con los temas a tratar. 

 En el caso de las sesiones extraordinarias, la 

convocatoria correspondiente se realizará por lo 

menos con 24 horas de anticipación.  

Artículo 15. Las sesiones se considerarán 

válidamente instaladas con la presencia de cuando 

menos el cincuenta por ciento más uno del total de las 

personas integrantes del Consejo, siendo necesaria la 

asistencia de la persona titular de la Presidencia del 

Consejo o su representante, en cualquier caso. 

Artículo 16. De no integrarse el quórum al que 

se refiere el artículo anterior, se convocará a una 

segunda sesión a celebrarse dentro de los cinco días 

hábiles siguientes, la cual podrá realizarse con el 

número de personas integrantes que se encuentren 

presentes. 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS 

PRIMERA. El presente Acuerdo entrará en vigor 

a partir del día de su publicación, en el Periódico 

Oficial “Tierra y Libertad”, órgano de difusión del 

Gobierno del Estado de Morelos. 

SEGUNDA. Se derogan todas las disposiciones 

administrativas de igual o menor rango jerárquico 

normativo que se opongan al presente Acuerdo. 

TERCERA. El Consejo deberá instalarse en un 

plazo no mayor a treinta días hábiles, contados a partir 

de la entrada en vigor del presente Acuerdo. 

CUARTA. A efecto de estar en condiciones de 

instalar el Consejo, se remitirán previamente y de 

manera oportuna las convocatorias correspondientes. 

Dado en la sede oficial del Poder Ejecutivo 

Estatal, en la Ciudad de Cuernavaca, capital del 

Estado de Morelos, a los 29 días del mes de 

septiembre de 2025.  

LA GOBERNADORA CONSTITUCIONAL 

DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE MORELOS 

MARGARITA GONZÁLEZ SARAVIA CALDERÓN 

EL SECRETARIO DE GOBIERNO 

DEL PODER EJECUTIVO ESTATAL 

JUAN SALGADO BRITO 

RÚBRICAS.  
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AVISO 
AL PÚBLICO EN GENERAL 

Se comunica al público en general que para la publicación de documentos en el Periódico Oficial “Tierra y 
Libertad”,  se deberá cumplir con lo establecido en el Reglamento del Periódico Oficial para el Estado Libre y 
Soberano de Morelos.  

INDICADOR DE PRECIOS: 
De acuerdo al artículo 120 de la Ley General de Hacienda del Estado, los precios a pagar por publicaciones en 

el Periódico Oficial “Tierra y Libertad”, son los siguientes: 
 

REQUISITOS PARA LA INSERCIÓN DE DOCUMENTOS A PUBLICAR PARA EL PODER LEGISLATIVO, 
JUDICIAL Y EJECUTIVO A TRAVES DE SUS DEPENDENCIAS 

 Escrito dirigido al Secretario de Gobierno y Director del Periódico Oficial, solicitando la publicación, con copia 
al Subdirector del Periódico Oficial. 

 Original y copia del documento a publicar en papel membretado, con sello, firma autógrafa y fecha de 
expedición del mismo; sin alteraciones. 

 C.D. o memoria "USB", que contenga la información a publicar en Word. (en caso de requerir la publicación 
con firma autógrafa, agregar sólo la firma). 

 Dictamen de la Comisión de Mejora Regulatoria, o la exención del mismo, conforme al artículo 81 de la Ley 
de Mejora Regulatoria para el Estado de Morelos. (No aplica para el Poder Legislativo y Judicial; así como 
organismos autónomos y particulares). 

 Realizar el pago de derechos de la publicación en el kiosco electrónico, ubicado en Palacio de Gobierno; 
oficina de telégrafos o bancos autorizados. 

 En el caso de Organismos se deberá presentar original o copia certificada del acta en la que se aprobó el 
documento a publicar. 

 El documento original y versión electrónica se deberá presentar en la Secretaría de Gobierno. 
 La copia del documento y el C. D., o memoria "USB", se entregará en las oficinas del Periódico Oficial 

ubicadas en Plaza de Armas S/N, primer piso de la Secretaría de Gobierno, colonia Centro, en Cuernavaca, Morelos, 
C.P. 62000.  

LEY GENERAL DE HACIENDA DEL ESTADO DE MORELOS 
ART. 120 

 
Fracción II.    DEL PERIÓDICO OFICIAL "TIERRA Y LIBERTAD": TARIFA EN 

UMA 
A) VENTA DE EJEMPLARES: 

1. 
SUSCRIPCIÓN SEMESTRAL 
1.1 EDICIÓN IMPRESA 5.50 
1.2 EDICIÓN ELECTRÓNICA 5.50 

2. 
SUSCRIPCIÓN ANUAL: 
2.1 EDICIÓN IMPRESA 10.50 
2.2 EDICIÓN ELECTRÓNICA 10.50 

3. EJEMPLAR DE LA FECHA: 0.15 
4. EJEMPLAR ATRASADO DEL AÑO EN CURSO: 0.30 
5. EJEMPLAR DE AÑOS ANTERIORES: 0.40 

6. 
EJEMPLAR DE EDICIÓN ESPECIAL POR LA PUBLICACIÓN DE 
LEYES O REGLAMENTOS E ÍNDICE ANUAL: 

1.00 

7. EDICIÓN ESPECIAL DE CÓDIGOS: 2.50 
8. PERIÓDICO OFICIAL EN DISCO COMPACTO: 1.00 
9. COLECCIÓN ANUAL: 15.00 

B) 
INSERCIONES: PUBLICACIONES ESPECIALES, EDICTOS, LICITACIONES, 
CONVOCATORIAS, AVISOS Y OTROS QUE SE AUTORICEN: 

1. 

DE LAS ENTIDADES DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA 
FEDERAL, ESTATAL O MUNICIPAL Y AUTORIDADES 
JUDICIALES: 

 

1.1. POR CADA PALABRA Y NO MÁS DE $ 1,030.00 POR PLANA: 0.01 
1.2. POR CADA PLANA: 14.50 

2. 
DE PARTICULARES:  
2.1. POR CADA PALABRA Y NO MÁS DE $1,030.00 POR PLANA: 0.05 
2.2. POR CADA PLANA: 14.50 
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EN EL CASO DE AYUNTAMIENTOS: 

 Escrito dirigido al Secretario de Gobierno y Director del Periódico Oficial, 

solicitando la publicación, con copia de conocimiento al Subdirector del Periódico Oficial. 

 Original y copia del documento a publicar en papel membretado, con sello, firma autógrafa y fecha de 

expedición del mismo; sin alteraciones. 

 C.D. o memoria "USB", que contenga la información a publicar en Word. (en caso de requerir la publicación 

con firma autógrafa, agregar sólo la firma). 

 Acta de Cabildo de fecha correspondiente a la aprobación del documento a publicar, debidamente certificada. 

 Dictamen de la Comisión de Mejora Regulatoria, o la exención del mismo, conforme al artículo 81 de la Ley 

de Mejora Regulatoria para el Estado de Morelos. 

 Realizar el pago de derechos de la publicación. 

 El documento original deberá presentarse en la Secretaría de Gobierno. 

 La copia del documento y el C. D., o memoria "USB", se entregará en las oficinas del Periódico Oficial 

ubicadas en Plaza de Armas S/N, primer piso de la Secretaría de Gobierno, colonia Centro, en Cuernavaca, Morelos, 

C.P. 62000. 

 Original o copia certificada del acta de Cabildo debidamente firmada. 

TRÁMITES DE PARTICULARES: 

 Escrito dirigido al Secretario de Gobierno y Director del Periódico Oficial, solicitando la publicación, con copia 

de conocimiento al Subdirector del Periódico Oficial. 

 Original y copia del documento a publicar en papel membretado, con sello, firma autógrafa y fecha de 

expedición del mismo; sin alteraciones. 

 C.D., o memoria "USB", que contenga la información a publicar en Word. (en caso de requerir la publicación 

con firma autógrafa, agregar sólo la firma). 

 Realizar el pago de derechos de la publicación. 

 El documento original deberá presentarse en la Secretaría de Gobierno. 

 La copia del documento y el C.D., o memoria "USB", se entregará en las oficinas del Periódico Oficial 

ubicadas en Plaza de Armas s/n, primer piso, Secretaría de Gobierno, colonia Centro, en Cuernavaca, Morelos, C.P. 

62000. 

MEDIO DE INFORMACIÓN: 

Teléfono para dudas sobre el trámite de publicación: 3-29-22-00, Ext. 1319. 

LAS PUBLICACIONES SE PROGRAMARÁN DE LA SIGUIENTE MANERA: 

Para la publicación en la edición ordinaria de cada miércoles de aquellos documentos que cumplan los 

requisitos establecidos, se deberán recibir a más tardar el día viernes de la semana anterior, debiendo acreditar su 

pago a más tardar el día lunes de la semana en la que se deberá realizar la publicación. 
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